
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 11 de diciembre de 2017

Proceso:    

Acción de Tutela – Contra providencia – Subsidiariedad – Inmediatez - Improcedente
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01282-00   y   66001-22-13-000-2017-01287-00
Accionante: 

Cristian Vásquez
Accionado:

Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local; Personería Municipal de Bucaramanga; Defensoría del Pueblo Regional Santander; Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal y Bancolombia, sucursal Bucaramanga.

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NO IMPUGNÓ LAS PROVIDENCIAS QUE TERMINARON LOS PROCESOS / MÁS DE 6 MESES / INMEDIATEZ / IMPROCEDENTE -. De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes de amparo del accionante se tornan improcedentes.

De manera principal, porque, como lo informó el Juzgado y lo dejan ver las copias arrimadas, el accionante no refutó oportunamente, por medio del recurso de reposición que era viable, las decisiones de terminación de los procesos, y echó al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, que establece la improcedibilidad “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.” 

A ello se suma que las resoluciones judiciales opugnadas, datan del 12 de mayo de 2017 (f. 74 a 76 y 88 a 90), notificadas el día 15 siguiente, lo que deja en evidencia que se incumple la regla de la inmediatez, sobre la que reiteradamente se han pronunciado la Corte Constitucional  y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia , en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección. 

Así que cuando se pone en entredicho una posición del Juzgado que conoce de las acciones populares sobre la terminación de que dan cuenta los libelos que nos ocupan, es claro que a esta calenda, luego de adoptadas, ha transcurrido un lapso superior al indicado, esto es, seis meses.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre once de dos mil diecisiete
Expedientes 66001-22-13-000-2017-01282-00 


          66001-22-13-000-2017-01287-00 

 



Acta N° 648 de diciembre 11 de 2017
   



Decide la Sala las acciones de tutela acumuladas de la referencia, propuestas por Cristian Vásquez contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local; Personería Municipal de Bucaramanga; Defensoría del Pueblo Regional Santander; Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal y Bancolombia, sucursal Bucaramanga. 
ANTECEDENTES

Cristian Vásquez, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de los derechos que citó como: “art 13, 83 CN, debido proceso, garantías procesales, Carta Iberoamericana de usuarios de justicia”.

Explica, que actúa en las acciones populares “2016-740” y “2016-742 en las que el despacho judicial accionado dispuso sus terminaciones anormales, decretando agotamiento de jurisdicción amparado en una sentencia del Tribunal Superior de Bucaramanga, sin que existiera identidad de pretensiones.

Como consecuencia de ello, solicita, en cada una de ellas, que se decrete la nulidad inmediata del auto que ordenó la terminación anormal y se finalice con sentencia de mérito.

  



Con auto del 27 de noviembre del año que avanza, se dispuso el trámite acumulado y se ordenó vincular al agente del Ministerio Público local, a la Personería Municipal de Bucaramanga; Defensoría del Pueblo Regional Santander; Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal y Bancolombia, sucursal Bucaramanga. 
El Procurador Regional de Risaralda, mencionó que su intervención se limita a la protección de los derechos e intereses colectivos.

Bancolombia SA, por intermedio de apoderado judicial, en síntesis, se pronunció sobre los hechos de la demanda; dijo que en ningún momento se han vulnerado derechos al actor; que no se cumplen los requisitos de la tutela frente a decisiones judiciales, y que no se interpusieron los recurso de ley.
La Defensoría del Pueblo Regional Santander, expuso que no son de su conocimiento los hechos narrados en la demanda de tutela y que y que existe una falta de legitimación en la causa por pasiva de su parte y ausencia de objeto de la misma entidad.

El Juzgado accionado dio cuenta de lo acaecido dentro de las acciones populares e indicó que, en efecto, terminaron bajo el agotamiento de jurisdicción mediante proveídos que quedaron en firme el 19 de mayo del presente año y sobre los que se presentaron extemporáneamente recursos de reposición.

CONSIDERACIONES

  



La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, por cuanto aduce, el Juzgado dispuso la terminación de las acciones populares anunciadas mediante la figura de agotamiento de jurisdicción, lo que estima inviable.
 



Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-573 de 2017 aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes de amparo del accionante se tornan improcedentes.
De manera principal, porque, como lo informó el Juzgado y lo dejan ver las copias arrimadas, el accionante no refutó oportunamente, por medio del recurso de reposición que era viable, las decisiones de terminación de los procesos, y echó al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, que establece la improcedibilidad “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.” 
  



A ello se suma que las resoluciones judiciales opugnadas, datan del 12 de mayo de 2017 (f. 74 a 76 y 88 a 90), notificadas el día 15 siguiente, lo que deja en evidencia que se incumple la regla de la inmediatez, sobre la que reiteradamente se han pronunciado la Corte Constitucional
 y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección. 
Así que cuando se pone en entredicho una posición del Juzgado que conoce de las acciones populares sobre la terminación de que dan cuenta los libelos que nos ocupan, es claro que a esta calenda, luego de adoptadas, ha transcurrido un lapso superior al indicado, esto es, seis meses. 

No está por demás señalar que ninguna condición especial se acreditó en el demandante, que pudiera hacer flexible el análisis de dichos requisitos.  


 

Se absolverá a los demás involucrados, por no hallarse de su parte vulneración o amenaza frente a los derechos invocados.
    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  DECLARAN IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Cristian Vásquez contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
               DUBERNEY GRISALES HERRERA
        

� 	Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco





5

